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Que resuelve el recurso de revisión 4481/2016, interpuesto por JEG, en contra de la resolución que dictó el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en el expediente número *****.
 

Sumario

En este asunto el demandante cuestiona el reconocimiento de paternidad de un hombre que vivió en concubinato con la fallecida madre del niño, argumentando que él es el padre biológico del menor. La cuestión a determinar es si fue correcta la interpretación efectuada por el Tribunal Colegiado del interés superior del menor en relación con el derecho a la identidad y protección a la familia, según la cual el nexo biológico es lo único determinante al decidir sobre la filiación de un menor de edad. La Primera Sala revoca esa determinación, no obstante encuentra que en el caso no existen elementos suficientes para evaluar si se actualiza alguna excepción al principio de prevalencia de la relación biológica. 
1. Antecedentes

UE nació el 25 de abril de 2009 y fue registrado como hijo de VEG y JEG.
 En 2012, nació el segundo hijo de la pareja, GR. El 11 de septiembre de ese mismo año, VEG falleció. Debido a ello, ambos niños quedaron al cuidado de su padre JEG. 

Prácticamente un año después del deceso de VEG, la abuela materna denunció penalmente a JEG por la supuesta violencia familiar que ejercía en contra de UE.
 Asimismo, le comunicó a ALI, quien tiempo atrás sostuvo una relación con VEG, que en realidad él era el padre biológico de UE y que el niño se encontraba en una situación de violencia física, psicológica y sexual.

Así, 14 meses después de que ALI tuvo conocimiento de que probablemente era el padre biológico del niño —5 años y 6 meses después del nacimiento de UE—, controvirtió el reconocimiento de paternidad que efectuó JEG, y solicitó la guarda y custodia de UE, así como el desarrollo de visitas anticipadas.
 

La Juez de primera instancia dictó sentencia el 20 de mayo de 2015,
 —6 años un mes después del nacimiento de UE—. La Juez determinó que si bien se acreditaba que UE era hijo biológico de ALI, atendiendo a la estabilidad emocional del niño, a la realidad familiar y la inexistencia de violencia familiar, la patria potestad y la custodia del niño debían permanecer con JEG.

La juzgadora fundamentó esta determinación esencialmente, en que la identidad de los menores es la base para que construyan su confianza y puedan encontrar su propia personalidad, sin embargo, consideró que la verdad biológica no es lo único elemento que influye en la identidad de una persona, sino que existe otra verdad que no puede ser ignorada: la social. Bajo esta concepción, la Juez concluyó que al evaluar la  filiación se deben atender a otros aspectos, como: el afectivo, el biológico, sociológico, voluntad individual y el tiempo. 
En resumen, la Juez estableció que la verdad biológica merece el amparo y respeto de la justicia, pero que en casos de posesión de estado consolidado por el tiempo, no tiene que prevalecer el elemento biológico, pues se afectaría desproporcionadamente una identidad filiatoria que no es su correlato.
Así, la Juez indicó que de la ponderación de los derechos fundamentales de UE que podían colisionar: derecho a conocer el origen biológico y derecho a vivir en familia, se debía preferir el segundo, pues del material probatorio se evidenciaba que UE reconocía como núcleo familiar, el integrado por su padre JEG, su fallecida madre VEG y su hermano GR. En atención a ello, sepáralo de su familia y entregarlo a una persona que en la vida del menor es un desconocido, causaría un daño irreparable en la estabilidad emocional del niño.  
Además, la Juez enfatizó que el progenitor biológico no tenía interés en cumplir con sus obligaciones de crianza con UE, pues el propio ALI manifestó que la persona más apta para el cuidado del menor era la abuela materna.

ALI apeló la decisión de primera instancia.
 En esencia, argumentó que existía un riesgo real de que UE estuviera sufriendo violencia por parte de JEG, y en todo caso, si no existía  la certeza de que UE se encontraba en un medio ambiente adecuado, la Juez tenía la obligación de haberse allegado de diverso material probatorio —evaluaciones médicas y psicológicas — para descartar totalmente alguna situación de violencia.
  A lo anterior, agregó que la Juez no resolvió el caso con objetividad, pues existió una deficiente valoración de los testigos, de su declaración, de la declaración de JEG y de la plática sostenida con el menor.
 

En otro aspecto, ALI indicó que la Juez pretende ponderar dos derechos fundamentales de UE que se contraponen —conocimiento del origen genético y derecho a la familia— sin embargo, en su valoración comparativa nunca señala los beneficios o atributos que justifiquen cuál es el derecho que más favorece al menor.

Finalmente, ALI señaló que las consideraciones en torno a la filiación, carecen de sustento jurídico, primero, porque a él nunca se le brindó la oportunidad de estar cerca de UE, segundo, el hecho de que el menor reconozca como figura paterna a JEG no es un fundamento que acredite la existencia de lazos afectivos entre el niño y JEG, pues dichas afirmaciones pretenden sostenerse sólo con la plática llevada a cabo con el menor, sin que se emitieran estudios llevados a cabo por especialistas. 
Específica, que impedir que el menor conozca su origen biológico, sí puede violentar diversos derechos fundamentales del niño, tales como el derecho a la identidad, estabilidad psicológica, derecho a la salud, derecho a heredar y recibir alimentos. Derechos que se encuentran por encima de la supuesta estabilidad emocional del menor. 
La Sala de apelación dictó sentencia definitiva el 22 de octubre de 2015, —6 años y 6 meses después del nacimiento de UE —, en la que confirmó la decisión de primera instancia.
 Respecto a la supuesta violencia ejercida en contra de UE y la omisión de material probatorio para acreditarla, la Sala consideró que al margen de que no se advertía ningún riesgo para el menor,
 esta situación era ajena al punto litigioso, pues este sólo consistía en determinar si debía desconocerse el reconocimiento de paternidad que realizó JEG respecto del menor UE.
Así, para resolver el asunto, la Sala tomó como premisa que el derecho fundamental a la identidad corresponde a los hijos, y no constituye una facultad de los padres, porque si bien, la tendencia es que la filiación jurídica coincida con la filiación biológica, dicha coincidencia no siempre es posible. Por ello y atendiendo al interés superior del menor se debe privilegiar el estado de familia consolidado en el tiempo, dando preminencia a la estabilidad de las relaciones familiares y a la seguridad jurídica en aras del desarrollo integral de los niños.

Bajo dicha lógica, la Sala consideró, por una parte, que ALI resulta totalmente ajeno a la vida del menor. Por otra, que JEG que ha detentado la posesión del estado de hijo de UE,
 que ha estado presente desde antes de su nacimiento y que el menor lo reconoce como su progenitor.
 En atención a ello, la Sala concluyó que efectivamente lo más beneficioso para el niño era permanecer al lado de su familia legal,
 ya que una decisión contraria ocasionaría un daño irreparable en la salud emocional del niño.
 Por los mismos argumentos, la Sala indicó que no era viable que el menor conviviera con su padre biológico.
ALI decidió ampararse contra la sentencia de segunda instancia.
 En su demanda de amparo, ALI esencialmente argumentó que existe una duda razonable de que UE este sufriendo violencia física y sexual por parte de JEG.
 Así, indicó  que ante la presunción de esta situación y la obligación de protección de los niños, la Sala estaba vinculada a tomar todas las medidas necesarias para proteger la integridad física y psicológica de UE,
 tales como ordenar diversos medios de prueba —periciales en medicina, trabajo social, psicología— que permitieran conocer el ambiente en el que se encuentra inmerso el niño. En ese sentido, enfatizó que la Sala no podía excusarse en que el tema de violencia familiar no forma parte de la litis, pues ello vulneraba el principio del interés superior del menor.
 Agregó que aun suponiendo que la litis debiera circunscribirse al tipo de acción que se promovió, entonces, lo relevante sería sólo acreditar el vínculo biológico.

En otro aspecto, AlE manifiesto que existió una deficiente evaluación de las testimoniales, de su declaración,
 de la declaración de JEG,
 de la plática sostenida con el menor,
 y de las opiniones vertidas por el psicólogo que estuvo presente en la plática con el menor,
  porque con dicho material probatorio no se acreditaba que se hubiera separado voluntariamente de su hijo; que no tuviera un genuino interés de insertarlo a su núcleo familiar; que existiera un lazo afectivo entre UE y JEG; y finalmente, que sea imposible restaurar una convivencia entre padre biológico e hijo.

Continuando con sus argumentos, el quejoso señaló que la Sala tampoco realizó una evaluación comparativa respecto de los dos supuestos derechos en pugna,
 pues fundamentó su decisión sólo en el hecho de que el menor nunca convivió con él, lo que constituye un motivo insuficiente para otorgarle la custodia al padre legal, pues no se acreditó con ningún medio probatorio la capacidad con la cual pueda desarrollarse como progenitor y que la convivencia pueda ocasionar un daño irreparable a UE. De hecho ni siquiera se establece cuál es el beneficio para el niño al quedarse con su familia legal. Precisa que en todo caso, el conocer el origen biológico siempre reportara un mayor beneficio.
El Tribunal Colegiado de conocimiento dictó sentencia el 16 de junio de 2016 —7 años y 2 meses después del nacimiento de UE— en la que determinó concederle el amparo a ALI.
 
Atendiendo el interés superior del menor,
  el contenido del derecho a la identidad de los niños
 y a la institución de contradicción de paternidad,
 el Tribunal Colegiado estimó que en el argumento toral de la Sala responsable —privilegiar el estado de familia consolidado en el tiempo—
 se omitió considerar el verdadero alcance de los artículos 7 y 12 de la Convención de los derechos del Niño, en los cuales se establece el derecho de los niños en la medida de lo posible a conocer a sus padres y a ser cuidados por ellos, lo que implica precisamente el conocimiento del origen biológico.

El órgano colegiado destacó que si bien, es rescatable el intento de la Sala por armonizar las diversas disposiciones de protección a los menores, su argumentación se centra en la protección de la familia en sí misma, por lo que su conclusión es errónea. 
Así, el órgano colegiado privilegió el derecho a la identidad
 frente a la protección de la familia,
 concluyendo que no resultaba factible restringirle al menor su derecho a conocer su identidad biológica bajo la idea de salvaguardar la estabilidad familiar, pues lo más beneficioso para el menor siempre será conocer su origen biológico.
  
Inconforme con la sentencia que le concedió el amparo al padre biológico, JEG interpuso un recurso de revisión ante esta Suprema Corte. Entre otras cuestiones,
 manifestó que atender sólo al aspecto biológico y no a todos los elementos que contemplan la filiación, violenta el interés superior del menor. Destacó que la filiación va más allá de la cuestión biológica, pues esta contempla aspectos tales como la familia, los alimentos, el reconocimiento de valores, aspecto psicológicos, principios, educación, amor, respecto, compromiso, entre otras cuestiones. A ello, agregó que la filiación es un derecho fundamental que tiene el menor para conocer su origen y no una facultad de los padres para hacerlo valer.

En ese sentido, JEG subrayó que UE tiene una identidad propia y plenamente identificada, que a lo largo de su vida se ha desarrollado dentro de un ambiente familiar sano y adecuado. Detalló que a pesar del duelo por la pérdida de VEG, UE ha mantenido un estado de salud óptimo, pues le ha proporcionado una familia con valores y amor, además de recibir ayuda psicológica, excelente educación escolar y otras actividades.
JEG consideró viable destacar que el perito en psicología indicó que UE se desarrolla en un ambiente familiar adecuado, pero ante el deceso de su madre, sepáralo también de quien visualiza como su padre, le ocasionaría un daño irreparable.

Por lo anterior, JEG considera que debe prevalecer la estabilidad psicológica, emocional y psíquica de UE dentro del marco familiar en el cual se desarrolla e identifica, pues de lo contrario se ocasionaría un daño de imposible reparación. 

2. Decisión
Como se aprecia de los antecedentes de este caso, el tercero interesado interpuso oportunamente
 un recurso de revisión ante esta Suprema Corte, órgano competente
 para conocer de dicho medio de impugnación, y que a la luz de los conceptos de violación, consideraciones del Tribunal Colegiado y agravios, resulta procedente.
 

En efecto, el Tribunal Colegiado realizó una interpretación directa del artículo 4 de la Constitución General, al pronunciarse sobre el interés superior de la menor en relación con el derecho a la identidad de los menores.

En segundo lugar, esta cuestión es de importancia y trascendencia,
 porque permitirá establecer criterios relevantes sobre el interés superior del niño en conexión con el principio de prevalencia de la realidad biológica, particularmente cuando éste último se ve confrontado con la realidad social y familiar del menor. Determinar la manera en que se relacionan los principios constitucionales aludidos, permitirá decidir si debe mantenerse la filiación de UE como hijo de JEG o, si por el contrario, debe reconocerse la paternidad de ALI.

De esta manera, en el caso se presenta una cuestión de constitucionalidad que debe resolver esta Suprema Corte, esta es: si la  interpretación del derecho a la identidad de los niños efectuada por el Tribunal Colegiado, es acorde con el interés superior del menor previsto en el artículo 4° de la Constitución General.

 Esta Primera Sala de la Suprema Corte considera que no. El principio del mantenimiento de las relaciones biológicas tiene un valor relevante; sin embargo, el eje rector de todas las controversias que involucren los derechos de los niños es el interés superior del menor. Por lo tanto, dicho principio puede ser superado cuando se demuestre que existirá un daño al menor en reconocer jurídicamente el nexo biológico, para lo cual debe atenderse a: (i) las circunstancias en las que ocurrió la separación entre padre biológico e hijo, y (ii) la evaluación de la realidad familiar del menor. 
***

Consideraciones y fundamentos

El carácter dinámico de las relaciones familiares ha generado dificultades al momento de determinar la filiación de los hijos. Anteriormente se entendía al matrimonio como la institución donde necesariamente debían concebirse a los hijos, y al mismo tiempo se consideraba al lazo sanguíneo como el componente irrefutable de la filiación. No obstante, la realidad ha resultado ser más compleja. 

En ese contexto, esta Primera Sala debe resolver si fue correcta la decisión del órgano colegiado consistente en reconocer la paternidad de ALI a partir de la realidad biológica. Lo anterior, no obstante que JEG reconoció legalmente al menor y es quien lo ha cuidado desde su nacimiento. 
Como se observa, en el caso se presentan dos situaciones que se oponen entre sí: por un lado, el nexo biológico de UE con el señor ALI; por otro, la integración y convivencia que el menor ha desarrollado con JEG. 
Para resolver el caso que ahora se plantea a esta Primera Sala, es necesario desarrollar los siguientes temas: (I) el principio del mantenimiento del menor en la familia biológica; (II) las circunstancias que deben ponderarse para determinar si debe prevalecer dicho principio, a saber; (i) las condiciones en las que ocurrió la separación entre padres biológicos e hijos, y (ii) la realidad social del menor; misma que comprende, por un lado, las relaciones que ha desarrollado en su nuevo contexto social, y por otro lado, la configuración de su identidad. Finalmente, (III) a la luz de las premisas anteriores se determinará cuáles son los lineamientos que debe seguir el juzgador para  evaluar si en el caso concreto se afectaría al menor de reconocerse su realidad biológica.


Preámbulo

De forma preliminar vale señalar que es una doctrina consolidada en esta Suprema Corte que debe prevalecer el interés superior del menor en cualquier contienda judicial donde se vean involucrados los derechos de los niños.
 Por tal motivo, la resolución del presente asunto debe tener como eje y propósito fundamental privilegiar el interés de UE. 

Así, se ha enfatizado en varios precedentes la importancia del principio del interés superior del menor en la interpretación y aplicación de las normas relacionadas con los derechos del niño.
 Al respecto, se ha señalado que este principio comprende varias dimensiones o funciones normativas:
 (i) como pauta interpretativa aplicable a las normas y actos que tengan injerencias respecto de los derechos de niñas y niños;
 y (ii) como principio jurídico rector que exige una máxima e integral protección de los derechos cuya titularidad corresponda a un menor de edad.
 

Por otra parte, esta Suprema Corte ha indicado que el interés superior del menor no puede ser establecido con carácter general y de forma abstracta, en tanto las relaciones familiares son extraordinariamente complejas y variadas. Así las cosas, el juez debe valorar las especiales circunstancias que concurran en cada situación para determinar qué es lo mejor para la niña o niño en cuestión. En suma, la tutela del interés preferente de los niños exige, siempre y en cualquier caso, que se tome aquella decisión que proteja de mejor manera sus derechos e intereses.

Finalmente, cabe destacar que el interés superior del menor ordena que se supla la deficiencia de la queja en todas aquellas decisiones que puedan afectar los derechos e intereses de los niños, aunque se lleguen a modificar por esta vía cuestiones que no figuran en los agravios de las partes, ofreciendo así una ventana procesal para garantizar los intereses de los menores en un contexto en el que las pretensiones de las partes resulten insuficientes para ello.
 Y en materia probatoria, el Juez cuenta con amplias facultades constitucionales para actuar de oficio. Así, el juez debe allegarse de todo el material probatorio que tenga a su alcance.
 Incluso, se ha sostenido que el juzgador tiene la obligación de ordenar el desahogo de las pruebas que sean necesarias para resolver el asunto.
 
Derivado del mandato establecido en el artículo 4°constitucional, esta Primera Sala analizará las normas, instituciones e intereses de las diferentes partes que intervienen en el presente asunto, teniendo como propósito lograr la mayor protección y satisfacción de los derechos de UE. 
I. Principio de mantenimiento del menor en la familia biológica

Además del interés superior del menor, en el derecho internacional se ha entendido que los conflictos de filiación deben atender al principio de mantenimiento del menor en la familia biológica, el cual está contenido en la Declaración de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 3 diciembre de 1986, así como en el artículo 9 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 20 de noviembre de 1989, ratificada por México el día 10 de agosto de 1990.

Conforme a este principio existe un interés fundamental de velar porque el niño no sea separado de sus padres biológicos. Esto es, debe superarse una presunción en contra de la terminación de la relación paterno-filial, ya que el niño y sus padres comparten un interés vital en prevenir la terminación de su relación natural.
 
Lo anterior implica que las autoridades en todo momento deben preservar y favorecer la permanencia del niño en su núcleo familiar, salvo que existan razones determinantes para separarlo de la familia, ya que la única excepción que admite el rompimiento de la conexión entre padres e hijos está supeditada al interés superior del menor. 

En este sentido, esta Primera Sala estableció en el amparo directo en revisión 348/2012 que el derecho de los padres biológicos no constituye un principio absoluto; lo cual se hace especialmente patente cuando se trata de adoptar medidas de protección respecto de un menor desamparado; asimismo, no tiene el carácter de un derecho o interés preponderante, sino más bien el de un fin subordinado al propósito último que merece un valor preferente: el interés superior de la infancia. 

De esta manera, en el derecho comparado se ha entendido que una consecuencia tan trascendental como la extinción de los derechos de los padres sobre sus hijos debe ser resultado de condiciones que afecten el bienestar del niño, en aspectos como su salud o seguridad.
 Esto es, la separación tendrá lugar sólo cuando exista evidencia de que los padres pusieron al menor —o permitieron que se le pusiera— en condiciones o circunstancias de riesgo.

En ese sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sentado una amplia doctrina de acuerdo con la cual la separación de un niño de sus padres biológicos, debe superar un test estricto, en tanto dicha decisión tiene un carácter trascendental y definitivo que incide de lleno en la vida de los niños y sus padres.
 

A partir de lo anterior, esta Primera Sala entiende que existe una presunción a favor del principio del mantenimiento del menor en su familia biológica. Sin embargo, cómo se verá más adelante, dicha presunción puede ser derrotada cuando se muestre que se verán afectados los derechos del menor. 

En este sentido, tal como se señaló en el amparo directo en revisión 3859/2013, el rompimiento de los lazos familiares entre un padre o madre y sus hijos comporta un carácter trascendental y definitivo. En esta medida, para superar el interés en preservar las relaciones familiares es necesario demostrar que se causará un daño al menor.

Así, de acuerdo con la doctrina de esta Primera Sala, el principio del interés superior implica que los intereses de los niños deben protegerse con mayor intensidad, por lo que no es necesario que se genere un daño a sus bienes o derechos para que se vean afectados, sino que basta con que éstos se coloquen en una situación de riesgo. Al respecto, conviene apuntar que una situación de riesgo se origina cuando no se adopte aquella medida que resultará más beneficiosa para el niño, y no sólo cuando se evite una situación perjudicial.
 

Tal interpretación es adecuada en la mayoría de las contiendas que involucran los derechos de los menores de edad —guarda y custodia, alimentos, inter alia—. Sin embargo, esta Primera Sala entiende que en los casos de terminación, o de no reconocimiento de la filiación con quien guarda un nexo biológico, es necesario que se acredite un daño. En este supuesto, no basta con demostrar que la separación definitiva de sus padres “resultará más benéfica para el niño”; sino que debe mostrarse que de otro modo, se le generará una situación perjudicial.  

En efecto, el derecho y las instituciones familiares deben tratar de proteger de la mejor manera el interés superior del menor; sin embargo, no pueden garantizar el encontrar los mejores padres posibles para el niño, si aquello es posible. En decisiones de esta especie, con un carácter trascendental y de efectos definitivos, es imprescindible ponderar también el principio del mantenimiento de las relaciones familiares.

Lo anterior no significa que en toda circunstancia deban prevalecer las relaciones biológicas. Como se apuntó antes, la realidad muestra que la familia tiene una connotación más amplia, y que la formación de lazos familiares no necesariamente tiene correspondencia con la realidad biológica.
 Así, esta Primera Sala no puede imponer soluciones totalizadoras para todos los supuestos. Por el contrario, deben valorarse cuidadosamente las peculiaridades de cada controversia, tratando de generar la mejor solución para el menor. En esta línea, la resolución de la filiación de un menor depende de la ponderación de múltiples factores, los cuales pueden inclinar la decisión en uno u otro sentido.

Por lo tanto, esta Primera Sala considera adecuado establecer que sólo puede determinarse que la filiación de un menor no debe corresponder a su realidad biológica, cuando se pruebe que su reconocimiento y las consecuencias que ello conlleva generarán un daño al menor.
 


Es importante aclarar que el principio de prevalencia de las relaciones biológicas no opera como una presunción relativa,
 en el sentido de que el nexo biológico prevalece en caso que las partes no alleguen al juez material probatorio suficiente para demostrar que de reconocer el vínculo biológico se generaría un daño al menor. De acuerdo al interés superior del niño, existe un deber fundamental del juez de allegarse, así sea de oficio, de todo el material probatorio pertinente para conocer cuál es la realidad del niño,
  y con base en dichas pruebas, es que el juez debe determinar si se actualiza una excepción a la prevalencia del vínculo biológico.  

II. Elementos que deben ponderarse frente al principio de mantenimiento del menor en la familia biológica

Como se detalló en el apartado anterior, sólo la afectación a los intereses de los niños puede dar lugar a la terminación o al no reconocimiento del vínculo filial derivado del nexo biológico. Aunque existen múltiples factores que pueden generar un daño a un menor, esta Primera Sala identifica de manera enunciativa dos supuestos que en la jurisprudencia de esta Suprema Corte y en el derecho comparado se han considerado al momento de determinar la filiación de un menor: (i) las condiciones en las que ocurrió la separación entre padres biológicos e hijos, y (ii) la consolidación de una realidad familiar distinta a la realidad biológica.

i. Circunstancias en las que ocurrió la separación entre los padres biológicos y el menor
Así, en primer término deben ponderarse las circunstancias bajo las cuales ocurrió la separación entre los padres biológicos y sus menores hijos. De acuerdo con la doctrina de esta Primera Sala y con la jurisprudencia de diversos tribunales internacionales, el abandono de un menor justifica la pérdida de los derechos de paternidad —incluyendo la filiación— mientras que la separación en contra de la voluntad de los padres no necesariamente da lugar a la extinción de estos derechos. En este sentido, es preciso evaluar si los padres conocían de la existencia de sus menores hijos; si dejaron voluntariamente a los niños o si de alguna manera se vieron obligados a ello; si los dejaron en total desamparo o bajo el cuidado de terceros; y si dicha separación se hizo con carácter definitivo o de manera temporal.

En ese sentido, en diferentes precedentes esta Primera Sala ha dado prevalencia a la realidad social de los menores sobre su realidad biológica, cuando los progenitores abandonaron o colocaron en una situación de desamparo a sus menores hijos.
 

Así, en el amparo directo en revisión 348/2012 se explicó que el abandono de un menor por sus padres, ocurre no sólo cuando se deja en total desamparo a un hijo y se colocan en una situación de riesgo sus derechos a la vida, integridad física y salud, sino también cuando se acredita un incumplimiento de los deberes inherentes a la patria potestad, incluso en el caso de que las necesidades del menor queden cubiertas por la intervención de otras personas. Así, se estableció que el incumplimiento de las obligaciones parentales más elementales y primarias implica el abandono voluntario del menor.

En este sentido se advirtió que el abandono de un hijo constituye una situación que debe ser valorada como una de extrema gravedad por los órganos judiciales. Bajo esta lógica, los tribunales, en aras de proteger al menor, deberán analizar en cada caso concreto las causas del abandono, la edad del menor, su madurez y autonomía. 

Asimismo, se indicó que en aquellos supuestos en los que el abandono se realiza al momento mismo del nacimiento, resulta patente el desinterés radical de los progenitores respecto del menor. En ese sentido, se señaló que el interés superior del menor dota al concepto de abandono de toda la operatividad que le es propia, entrando en acción no sólo en aquellos supuestos en los que exista una ausencia absoluta de una persona protectora, sino en aquellas situaciones en las que los progenitores se despreocupan del hijo desde el primer momento de su vida, momento en el cual se manifiesta por vez primera su natural desvalimiento y en el cual el niño reclama la más primaria atención.

En una línea jurisprudencial relacionada, esta Suprema Corte ha determinado que debe mantenerse la filiación derivada de la relación biológica cuando los progenitores por causas justificadas y ajenas a su voluntad se separaron de sus hijos.
 
En dichas resoluciones se consideró que los casos de dejación momentánea de la guarda y la custodia a un tercero no constituyen una causa de pérdida de los derechos de paternidad, como sería el caso de la madre que, por haber sufrido una afectación en su salud al momento de dar a luz, le solicita a un familiar, a una amistad o a una institución pública de asistencia social que se haga cargo de su hijo, mientras ella se recupera. En casos de esta naturaleza existe una causa justificada para dejar a un menor al cuidado temporal de otra persona, siempre y cuando se tenga, desde el primer momento, el firme propósito de que el menor se reintegre al núcleo familiar en cuanto la situación excepcional desaparezca.

En el mismo orden de ideas, en el derecho comparado se han tomado en cuenta las circunstancias en las que ocurrió la separación entre padre e hijos al momento de determinar la filiación definitiva del menor. 

De este modo, en la Sentencia T-090/10,
 una mujer impugnó la orden de un Defensor de la Familia de rescatar a un niño por considerar que se encontraba en condiciones de abandono. Al resolver, la Corte Constitucional de Colombia determinó que los padres desconocieron los derechos fundamentales del menor a tener una familia y no ser separado de su seno familiar, puesto que incumplieron con su obligación de amparar al menor, darle afecto y cuidar de él. Lo anterior, en tanto lo dejaron en estado de abandono con un tercero por dos años, sin mostrar preocupación por él, lo cual faculta al Estado a intervenir para salvaguardar la integridad física y psicológica del infante.

En esta línea en el expediente 2165-2002,
 los padres biológicos de una niña la entregaron a una mujer (la señora Rodríguez) para que la cuidara y adoptara. Sin embargo, dos años después reclamaron a la menor, por lo que la mujer tuvo que entregar a la niña. Con todo, al comprobar el estado de abandono en el que la tenían, la señora Rodríguez solicitó a la Fiscalía una investigación tutelar y presentó una solicitud de adopción, misma que le fue negada. Al resolver, el Tribunal Constitucional de Perú atendió a que la señora Rodríguez había demostrado solidaridad para una recién nacida, quien había sido abandona por su madre biológica, misma que por el contrario no mostró mayor interés por el bienestar de la menor. En contraste, la demandante le brindó amor, cuidados y protección a la niña durante dos años, por lo que había actuado como una verdadera madre para ella, con independencia de que no fuera su hija biológica. Por lo tanto, el Tribunal Constitucional ordenó la entrega de la niña a la señora Rodríguez. 

Asimismo, en Lehr v. Robertson,
 la Corte Suprema de Estados Unidos señaló que cuando un padre demuestra un compromiso serio con las responsabilidades de la paternidad, aproximándose a participar en la crianza de su hijo, su interés en tener contacto personal con el menor adquiere una protección sustancial bajo la cláusula de Debido Proceso. En este punto puede decirse que éste actúa verdaderamente como un padre hacia su menor hijo. Pero la sola existencia de un vínculo biológico, por sí misma, no merece una protección constitucional equiparable. En esta línea, la Corte Suprema estableció que la importancia de una conexión biológica estriba en que ofrece al padre natural una oportunidad única que ningún otro individuo posee para desarrollar una relación con su hijo. Si el padre decide aprovechar esa oportunidad y acepta alguna medida de responsabilidad por el futuro del niño, entonces podrá disfrutar de las bendiciones de la relación paterno-infantil y hacer contribuciones excepcionalmente valiosas para el desarrollo del menor. Si no lo hace, la Constitución Federal no obliga al Estado a escuchar su opinión respecto a en donde se ubica el mejor interés del niño. 
En la misma lógica, en K.A.B. v. España,
 los tribunales españoles consideraron que el padre de un menor no podía oponerse a la adopción de éste, toda vez que había perdido interés en el bienestar del niño, no había buscado con suficiente empeño el reconocimiento de su paternidad y había faltado a sus deberes derivados de la relación parental. Al resolver el caso, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos determinó que en realidad la conducta del padre no demostraba la intención de abandonar a su hijo, sino que más bien había sido la actuación del Estado la que obstaculizó que el padre ejerciera su derecho de reunirse con él. 

De lo anterior se advierte que esta Suprema Corte, en consonancia con diversos tribunales en el mundo, ha entendido que el vínculo biológico entre padres e hijos no debe ser reconocido jurídicamente si existen causas que justifiquen la pérdida de los derechos de paternidad; ya sea porque se puso al menor en una situación de riesgo, o porque existió una situación de abandono. Las circunstancias en las que se dejó al menor, la edad que tenía el niño, la intención de abandono, y el tiempo que dejó pasar el progenitor para contactar a su hijo, son elementos que deben ponderarse al momento de otorgar reconocimiento jurídico a la filiación. 

ii. Consolidación de una realidad social distinta a la biológica 

Con todo, también es fundamental ponderar la realidad social del niño  para determinar si lo mejor para sus intereses es la prevalencia del nexo biológico. Es decir, el juez debe evaluar si de acuerdo con las circunstancias del caso, sería perjudicial para el menor desprenderlo del contexto social y familiar en el que ha crecido, y en el que posiblemente ha formado un sentimiento de apego y de identidad. Efectivamente, tal como se apuntó antes, una de las controversias más polémicas planteadas en la actualidad consiste en resolver si el principio de verdad biológica ha de prevalecer siempre, o si ha de ceder en alguna medida frente a la verdad social.

En esta línea, la verdad social se entiende como la verdad sociológica y efectiva, que consiste en el goce de hecho del estado de hijo, de modo público, permanente e inequívoco.
 En algunas legislaciones a este hecho se le reconoce como posesión de estado de hijo.
 En esta situación, el menor se desenvuelve como hijo de ciertas personas, por un considerable periodo, aun cuando no exista el título jurídico que acredite la filiación.

La realidad social comprende cuando menos dos situaciones relevantes que deben evaluarse al momento de determinar qué es lo mejor para el niño. En efecto, por un lado, la situación de hecho que vive el menor puede generar lazos afectivos o de apego que no pueden disolverse sin afectar los deseos e intereses del niño. Por otro lado, la realidad social puede llegar a configurar la personalidad del menor, por lo que alterar su esquema familiar podría resultar en una afectación al derecho a la identidad. 

Realidad social y teoría del apego

Sobre la importancia del mantenimiento de las relaciones de hecho, existe abundante evidencia científica que muestra que los niños forman lazos afectivos de “apego” con quienes cuidan de ellos desde que son pequeños, y que no son necesariamente sus padres biológicos.
 Así, en ocasiones está justificado proteger la continuidad del hijo en núcleo familiar en el que realmente está viviendo y desarrollándose de manera equilibrada, en lugar de provocar cambios perturbadores en su estabilidad familiar que, eventualmente, deriven en afectaciones a su salud emocional. 

Para comprender la importancia de los lazos afectivos que forma el menor es conveniente hacer referencia al concepto de “apego”. De acuerdo con la literatura especializada, el apego es un vínculo emocional duradero y trascendental que genera el niño a través de sus primeras interacciones sociales.
 Asimismo, el apego es preferencial o jerárquico, en el sentido de que el menor establece distintos grados de cercanía e identificación en sus relaciones emocionales.
   

Aunque generalmente este vínculo es más intenso entre el menor y sus padres, hay que destacar que el apego se origina y fortalece principalmente a través de la interacción del infante con quienes le proporcionen cuidados en la infancia temprana; ello, con independencia de algún nexo biológico o genético.
 

En este sentido, los trabajos de revisión crítica y los estudios longitudinales
 atribuyen un notable valor predictivo al apego en relación con el bienestar del niño.
 Así, el hecho de que los niños tengan figuras de apego, les proporciona un soporte seguro que les reporta numerosas ventajas en diversas áreas de su desarrollo.
 En efecto, estas relaciones funcionan como una “base firme” a partir de la cual el menor puede allegarse de sustento afectivo y comenzar a explorar su entorno. De este modo —por ejemplo—, el apego es esencial en la formación de la autoestima, la inteligencia emocional y el correcto desenvolvimiento social del infante.
 

Vale la pena mencionar que si bien se han formulado algunas críticas en relación con que el apego no es el único factor que incide en la salud psicológica del niño,
 a partir de la literatura existente puede afirmarse que la relación afectiva entre éste y sus padres tiene una incidencia robusta en el desarrollo psicoemocional del infante.
 Por esa razón, la literatura científica ha señalado que: “el estatus del apego temprano [es], sin duda, uno de los factores que las Cortes deben tomar en cuenta cuidadosamente al tomar decisiones sobre el mejor interés de los niños.” 

Ante tal panorama, no es extraño que un menor pueda sufrir un grave daño emocional si sus necesidades de apego no se ven adecuadamente satisfechas durante la infancia temprana,
 o incluso si falta en años posteriores de su vida.
  De esta manera, el correcto desarrollo de una niña o niño naturalmente puede verse afectado ante cambios abruptos en la estabilidad de sus relaciones de apego. 

En este sentido, los estudios han encontrado que interrumpir estas relaciones les provoca estrés, ansiedad aguda y miedo.
 Similarmente, se ha puesto de relieve que la falta de cercanía del menor con sus figuras de apego produce complejos e inseguridades en ellos, que generan a su vez debilidades en la autoestima.
 Incluso, se ha señalado que la separación de un hijo de quien concibe como su madre puede ser gravemente devastadora para la salud física del menor.
 Además, aunque dichas separaciones duren sólo unos pocos días, se ha mostrado que sus consecuencias persisten incluso 6 meses después de que los niños se reunieran con sus figuras de apego.
 

En suma, la literatura especializada es consistente en que los vínculos afectivos de apego que forman los menores son fundamentales para su desarrollo integral. Así, existe suficiente evidencia para considerar que el rompimiento de las relaciones que establece una niña o niño con sus figuras de apego, puede perjudicar su bienestar.  
Realidad social e identidad del menor

Por otro lado, es preciso señalar que la identidad del menor se configura no sólo por el reconocimiento de su origen biológico sino por su realidad social. La importancia de conocer los orígenes biológicos de una persona fue explicada por esta Primera Sala en el amparo directo en revisión 2750/2013, en el que se señaló que la imagen propia de la persona está determinada, en buena medida, por el conocimiento de sus orígenes biológicos, los cuales resultan de enorme trascendencia desde el punto de vista psicológico.

En cuanto a la importancia psicológica del conocimiento de las circunstancias relacionadas con el propio origen y con la identidad de los padres biológicos para el adecuado desarrollo de la personalidad, existen múltiples estudios que señalan que es de la mayor trascendencia para el individuo el conocer de dónde viene.
 

En efecto, se ha señalado que el interés por conocer el propio origen contribuye a la formación de la identidad personal, tanto física como psicológica, en la que se apoyan la propia estima, el sentido de la dignidad personal y el desarrollo personal. En esta medida, la falta de información de esta naturaleza puede generar una fuerte inseguridad, así como otros problemas personales, psiquiátricos y de desarrollo de la personalidad.

No obstante, debe señalarse que la identidad no se agota en lo biológico. La literatura especializada muestra que la formación de la identidad se construye a través de múltiples factores psicológicos y sociales. Así, no parece ser la presencia de genes adquiridos lo que modela principalmente el carácter del individuo; son las primeras experiencias de vida, en el seno familiar, las que dan sustancia a la identidad del ser humano. 

En efecto, la manera en la el individuo se concibe y los rasgos definitorios de su personalidad se nutren sensiblemente de los valores y principios que le transmiten las personas significativas para él en sus primeros años de vida.
 De este modo, los vínculos que establece el menor con sus padres —no en el sentido de que contribuyeron a su concepción biológica, sino en el sentido de que, de hecho, forman parte de su realidad interpersonal— son fundamentales en la construcción de su identidad.

En esa línea, el derecho a la identidad del menor no se satisface exclusivamente con el reconocimiento de un vínculo biológico, sino que en ocasiones puede garantizarse de mejor manera a través del reconocimiento a su realidad social, pues es el contexto en el que creció el menor lo que determina quién es y cómo se percibe frente a los demás.

Como se refirió antes, la complejidad que presenta la realidad social en oposición a la realidad biológica fue advertida por esta Primera Sala en diversos precedentes, entre los que destaca en la contradicción de tesis 152/2011, en el que se supeditó la admisión de la demanda de reconocimiento de paternidad a que el juzgador realizará un ejercicio de ponderación de “todos los factores que convergen en el caso, como lo son la integralidad de la familia donde se ha desenvuelto el menor, la situación general que éste guarda, así como el estado en que se encuentra la relación matrimonial y especialmente de cada consorte con respecto al menor, así como el derecho a la identidad, entre otros aspectos importantes”.

En ese orden de ideas, y evaluando las particularidades del caso, se estableció que en ocasiones la protección del interés del hijo puede conducir a prescindir de la verdad biológica. Así, existen casos en los que es plausible que la determinación judicial de la filiación privilegie un estado de familia consolidado en el tiempo, dando preeminencia a la estabilidad de las relaciones familiares y al propio interés superior del menor por encima del vínculo biológico.

En este sentido, el derecho comparado también ha destacado la importancia de valorar la trascendencia de la realidad social en los casos en los que debía determinarse la filiación de un menor. 

Por ejemplo, en el caso Yousef v. The Netherlands
 el Tribunal de Derechos Humanos concluyó que ante la colisión de los derechos de un padre y su hijo, el interés del menor debe prevalecer.
 Por tanto, resolvió que el mejor interés para la menor era permanecer con la familia con la que había crecido, la cual cubría todas sus necesidades.

Asimismo, en la Sentencia No: 565/2009
 el Tribunal Supremo Español negó la reasunción de tutela de los padres biológicos de un menor dado en preadopción. El Tribunal estimó que el derecho de los padres biológicos no es absoluto ni preponderante, sino que está subordinado al interés superior del menor. En este sentido, deben adoptarse las medidas que resulten “más favorables para el desarrollo físico, intelectivo e integración social del menor”,
 incluso si eso implica separarlo de la familia natural.

Por su parte, en el caso Knell v. Schriever, 
 la Suprema Corte de Iowa determinó que en casos de patria potestad sobre un infante debe considerarse preponderantemente el interés superior del mismo. En consecuencia, si es posible que el regreso del menor con sus padres biológicos sea disruptivo o perjudicial para el desarrollo de éste, la reasunción de custodia y patria potestad debe ser negada.

En suma, a la luz de todo lo expuesto esta Primera Sala entiende que el principio del mantenimiento de las relaciones biológicas puede ser superado cuando: (i) a la luz de las circunstancias en las que ocurrió la separación entre el menor y su progenitor, y (ii) a partir de la evaluación de si existe una realidad social consolidada en la vida del niño, se muestre que el reconocimiento jurídico del nexo biológico podría generarle un daño al menor. 

III. Resolución del caso concreto

Como se adelantó, en el presente caso se discute la impugnación del reconocimiento de paternidad que realizó JEG respecto de UE, en tanto ALI probó ser el padre biológico del menor. 

Así, ALI, inició la acción de contradicción de reconocimiento de paternidad; y por ende el reconocimiento de que él es el padre biológico. Para evaluar los elementos de la acción es preciso acudir a la legislación de la Ciudad de México —lugar en donde se promovió la demanda—. 

Dicha legislación establece que la filiación es el vínculo jurídico entre el padre o la madre y su hijo,
 de la cual derivan importantes efectos jurídicos, como son, que el hijo reconocido tenga derecho a llevar el apellido del padre y a recibir alimentos de esta persona, además le genera derechos hereditarios.

Las instituciones a través de las cuales puede establecerse esta filiación son: (i) la presunción de paternidad y/o maternidad;
 (ii) el reconocimiento del hijo;
 y (iii) la adopción. Mientras que la (i) impugnación de presunción de paternidad;
 (ii) contradicción de reconocimiento;
 (iii) posesión del estado de hijo;
 y (iv) la investigación de paternidad y maternidad, son medios a través de los cuales puede probarse o controvertirse una filiación ya establecida, o no determinada.

La presunción de paternidad y/o maternidad, tiene la finalidad de proteger a los hijos nacidos dentro de matrimonio, de modo que una vez probada la filiación materna, la paternidad se presume automáticamente.
 Ahora bien dicha presunción no es absoluta, pues existe la posibilidad de desvirtuarla. 
De acuerdo a la legislación de la Ciudad de México, dicha presunción puede ser derrotada a través de la acción de contradicción de paternidad, la cual puede ser presentada por el cónyuge varón dentro de los sesenta días contados a partir de la fecha en que tuvo conocimiento del nacimiento.
 Lo anterior, bajo los siguientes supuestos: (i) imposibilidad del cónyuge varón de haber tenido relaciones sexuales con su cónyuge durante los primeros ciento veinte días de los trescientos que han precedido al nacimiento; (ii) la utilización de técnicas de fecundación asistida sin el consentimiento del cónyuge; y (iii) aquellas que el avance de los conocimientos científicos pudiere ofrecer.
 Dicha posibilidad también se extiende para los herederos del cónyuge varón,
 para la madre, y para el hijo.

Por otra parte, el reconocimiento de paternidad es la expresión de la voluntad de progenitor que pretende reconocer a un menor como su hijo,
 cuyo efecto es establecer la filiación de los hijos que no gozan de la presunción legal derivada del matrimonio. 
Ahora bien, el reconocimiento de paternidad no puede ser controvertido por quien lo hizo, pues se entiende que es un acto voluntario del que no es posible retractarse.
 Sin embargo, la legislación de la Ciudad de México establece determinados supuestos que confieren legitimación para contradecir tal reconocimiento a determinados actores, tales como: (i) el Ministerio Público, cuando el reconocimiento se haya efectuado en perjuicio del menor; (ii) el progenitor que reclame para sí tal carácter; (iii) el tercero afectado por obligaciones derivadas de un reconocimiento ilegal;
 (iv) quien ha cuidado de la lactancia de un niño, al que le ha dado su nombre, lo ha presentado públicamente como hijo suyo y ha proveído a su educación y subsistencia;
 (v) la madre cuando el reconocimiento se haya realizado sin su consentimiento;
 y  (vi) el hijo menor en la época del reconocimiento, cuando llegue a la mayoría de edad.

De lo anterior, podemos establecer que la presente acción de contradicción de paternidad es procedente, pues se ubica dentro de uno de los supuestos establecidos en el artículo 368 del Código Civil para el Distrito Federal. En efecto, ALI controvierte el reconocimiento que realizó JEG del menor UE, debido a que él tiene el carácter de padre biológico.
Una vez establecida la procedencia de la acción y el criterio que rige al principio del mantenimiento con la familia biológica a la luz del interés superior del niño, debe determinarse si la resolución del órgano colegiado resulta acorde a dichos lineamientos.

El Tribunal Colegiado sostuvo básicamente que en el caso, debían evaluarse dos derechos: protección a la familia y derecho a la identidad de los menores. Puntualizó que aun cuando ambos tienen asidero constitucional, el primero siempre debe ceder ante el segundo. Ello, porque el derecho de los niños a conocer su identidad biológica siempre redunda en un mayor beneficio psicológico y emocional para los niños, pues conocer a sus legítimos padres siempre les generará un sentimiento de confianza, apoyo moral y pertenencia a su verdadero núcleo familiar, esto, al saberse protegidos por quienes son sus auténticos progenitores.
Esta conclusión es contraria al interés superior del niño, porque al sostener de manera absoluta y totalizadora la prevalencia del nexo biológico, podrían resultar severamente afectados los derechos e intereses de los menores. 
Como se desarrolló ampliamente en los apartados anteriores, el principio del mantenimiento de las relaciones biológicas efectivamente tiene un valor relevante, y sólo la afectación a los intereses de los niños puede dar lugar a la terminación o al no reconocimiento del vínculo filial derivado del nexo biológico.

No obstante, no deben darse soluciones en abstracto cuando se oponga la realidad social a la realidad biológica, pues cada uno de estos factores adquiere un peso específico y distinto dependiendo de las circunstancias que presenten los casos concretos. Por ello, los juzgadores, atendiendo siempre al interés superior de los niños, están obligados a evaluar pormenorizadamente y con fundamento probatorio, las circunstancias en las que los padres biológicos se separaron de sus hijos y la situación que de  hecho viven los menores. Como se mencionó, los jueces tienen amplias facultades para allegarse de oficio del material probatorio que sea necesario para determinar dónde se ubica, en estos casos, el interés superior del niño.
Por lo tanto, para determinar si se acredita una excepción a la prevalencia del vínculo biológico, debe realizarse un ejercicio de ponderación de las circunstancias y particularidades del caso concreto, buscando siempre el mayor beneficio de los niños. Así, en el caso concreto deben valorarse al menos dos cuestiones: por un lado, las circunstancias en que ALI se separó de UE, y por otro, la realidad social y actual del menor, es decir, el estado de la familia consolidado en el tiempo.
i. Circunstancias bajo las cuales ocurrió la separación entre padre biológico e hijo

Como se relató anteriormente, a efecto de establecer si debe reconocerse la filiación de ALI como padre de UE, es necesario analizar las condiciones bajo las cuales ocurrió la separación entre el padre biológico y el menor. Entre otras cuestiones, debe verificarse si el padre tenía conocimiento de la existencia de su hijo, la edad que tenía el niño al momento de la separación, si existió intención de abandono, si ALI dejo a UE en una situación de riesgo, así como el tiempo que dejó pasar para contactar a su hijo.
Como se advierte de los antecedentes, ALI narró que cuando tuvo conocimiento del embarazo de VEG intentó contactarla, sin embargo, cuando ello ocurrió, VEG le aseguró que el bebé no era su hijo, y fue hasta el 2013, después del fallecimiento de la madre, que la abuela materna le confirmó que UE era su hijo biológico. 
A partir de ese momento, ALI asevera que ha intentado distintas acciones para recuperar a UE. Así, indica que desde el 22 octubre 2013 promovió un primer juicio de contradicción de paternidad, el cual que fue desechado. Además, asegura que el 18 de junio de 2014 intentó otra acción de manera conjunta con la abuela materna, la prima y hermana del menor, de la cual sólo subsistió el tema de visitas y convivencias para la abuela materna y la hermana mayor. 
Por otra parte, del contenido de la declaración de ALI, la Juez de primera instancia apreció que éste no manifestaba un genuino deseo de tener una relación filial con el menor. Sin embargo, a juicio de esta Primera Sala, esta declaración no basta para mostrar la verdadera intención de ALI.
De ahí que con el material probatorio que obra en autos no pueden esclarecerse los siguientes aspectos en torno a la forma en que ocurrió la separación entre el niño y su padre biológico: (i) la fecha en que ALI se enteró de que UE es su hijo; (ii) el tiempo que dejó pasar para contactar a su hijo desde que se enteró de su existencia; (iii) si dejó al menor voluntariamente al cuidado de otra persona; (vi) si lo dejó en una situación de riesgo; (vii) si se puede advertir un interés para incorporar a UE en su núcleo familiar; y (viii) si las condiciones psicológicas, familiares, y socioeconómicas que actualmente presenta ALI son adecuadas para hacerse cargo de su menor hijo.
Como se relató, es importante evaluar las condiciones en que ocurrió la separación entre padre e hijo, a efecto de determinar si existió una situación de indiferencia o abandono. No es posible equipar a un padre que se separó voluntariamente del niño, a aquél que fue alejado de su hijo sin su consentimiento.
ii. Realidad social del menor

Con todo, también es fundamental ponderar la realidad actual del niño  para determinar si lo mejor para sus intereses es la prevalencia del nexo biológico. Ante ello, es preciso valorar el contexto familiar en el que se ha desarrollado, tomando en consideración la identidad, vínculos familiares y de apego que UE ha generado a lo largo de su vida. Es decir, debe estudiarse la situación de hecho que ha configurado la realidad familiar e identidad del niño. 

En el caso, se advierte que JEG reconoció a UE como hijo suyo desde su nacimiento, es decir desde el 25 de abril de 2009,  y desde ese momento, el menor ha estado bajo su cuidado. Asimismo, UE señala que ha crecido al lado de JEG, al cual visualiza como su progenitor y que no identifica a ALI.
 
No obstante, de las pruebas médicas y psicológicas practicadas durante la indagatoria por el delito de violencia familiar, se advierte que dicho material probatorio no es concluyente para determinar si el menor sufre de algún tipo de abuso, ni tampoco es suficiente para esclarecer cómo están construidos los lazos afectivos entre JEG y UE, el nivel de vínculo o apegó entre estos, y de manera general cuál es la realidad familiar de UE —quién o quiénes están involucrados en su cuidado, cuál es la relación que mantienen con él, etc.— 

De ahí que no existe material probatorio suficiente para mostrar los siguientes aspectos relacionados con UE: (i) su estado psicoemocional; (ii) la dinámica familiar y social en la que se desarrolla; (iii) el grado de apego al núcleo familiar en el que ha crecido; y (iv) los vínculos afectivos con JEG. Estas circunstancias son de vital importancia, pues a partir de ellas debe evaluarse si efectivamente la disolución del vínculo que UE ha formado con su padre legal puede generarle una afectación a su salud emocional, a sus sentimientos y a su sentido de identidad. 
Por las razones anteriores, esta Primera Sala considera que debe devolverse el asunto para que se reúna el material probatorio que permita esclarecer las condiciones en que ocurrió la separación entre ALI y su hijo, y la realidad familiar del menor. Con base en ello, deberá determinarse si se generaría un daño al niño de reconocerse su filiación como hijo de ALI.
Efectos

Atendiendo al interés superior del menor, lo procedente es revocar la sentencia recurrida y devolver los autos al Tribunal Colegiado para que ordene a la Sala responsable reponer el procedimiento ante el Juez de origen. En ese sentido, el Juzgado Sexto de Proceso Oral en Materia Familiar del Distrito Federal debe ordenar la práctica de los medios de prueba que resulten necesarios y conducentes, a fin de que esté en aptitud de evaluar: (i) las circunstancias bajo las cuales ocurrió la separación entre padre biológico e hijo; y (ii) la realidad social de UE. Una vez desahogado el material probatorio y efectuada su evaluación, bajó los parámetros precisados en esta ejecutoria, el Juez de origen deberá determinar cuál es la filiación que debe prevalecer. 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve: 

PRIMERO. En la materia de la revisión se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, para los efectos precisados en la parte final de la presente ejecutoria.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó el derecho de formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, en contra del emitido por el Ministro José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó su derecho a formular voto particular.
Firman la Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ
PONENTE

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

       SECRETARIA DE ACUERDOS

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA
En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. CONSTE.
AMIO/LNNR
� El Presidente de esta Suprema Corte admitió el recurso de revisión y lo registró con el número 4481/2016, por acuerdo de 11 de agosto de 2016. Asimismo, estableció la notificación correspondiente al Procurador General y ordenó turnar el expediente al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea para la elaboración del proyecto respectivo. Mediante proveído de 13 de octubre de 2016, esta Primera Sala se avocó al conocimiento del asunto.


� Los hechos que a continuación se relatan han sido reconstruidos a partir de un análisis de las constancias que obran en autos. 


� Del contenido de autos se desprende que para esa fecha VEG, tenía una hija de nombre Z, quien después de su fallecimiento se quedó al cuidado de su abuela materna.


� En agosto 2013, la abuela materna presentó una denuncia en contra de JEG ante la Fiscalía de Investigación de Niños, Niñas y Adolescentes de la Procuraduría de Justicia del Distrito Federal por el delito de violencia familiar en contra de UE. Denuncia que fue registrada con el número de indagatoria  ***** acumulada a la ******.


� En su escrito de apelación, ALI manifestó que sostuvo una relación de concubinato con VEG, aunque el radicaba en Monterrey y ella en Ciudad de México. Indica que en noviembre de 2008, ella le comunicó de su embarazo. Sin embargo, un mes después, VEG le aclaró que él no era el padre biológico de su bebe. Además se enteró que ella vivía con JEG desde varios meses atrás, por lo que  consideró que era cierto que él bebe no era su hijo. Enfatiza que fue hasta el año 2013, después del fallecimiento de VEG, que la abuela materna le comunicó que él era el padre biológico del UE y de hecho le mostró fotografías que evidenciaban el parecido entre ambos. A ello, ALI agrega que la abuela materna le dijo que el niño estaba sufriendo maltrato psicológico, físico y sexual. [Toca de apelación foja 27 y 28.]


� Por escrito presentado el 28 de octubre de 2014.


� De dicho asunto tocó conocer a la Jueza Sexta de Proceso Oral en Materia Familiar del Distrito Federal con el expediente Contradicción de paternidad con número *****.


� La Juez concluyó que a pesar de acreditarse el vínculo biológico entre ALI y UE —existencia de realidad biológica—, debía prevalecer la realidad familiar consolidada en el tiempo —realidad social—. La Juez  fundamentó esta decisión en la evaluación siguiente material probatorio: (i) acta de nacimiento de UE y  acta de defunción de VEG; (ii) copias certificadas de la averiguación previa ***** acumulada a la *****, de las cuales se desprendía el dictamen rendido por el médico forense y del dictamen en psicología que concluyeron que UE no presentó signos de haber sido agredido sexualmente, por lo que a juicio de la juzgadora, con esta prueba no se acreditaba ningún riesgo para UE al permanecer al cuidado de JEG; (iii) testigos a cargo de ***** y *****, que en razonamiento de la Juez, manifestaron que UE y JEG se identifican como padre e hijo, que JEG es un padre atento, afectuoso y responsable en sus deberes económicos; (iv) declaración de ALI, de la cual la Juez concluyó que ALI no manifestaba un genuino deseo de tener una relación filial con el menor, pues este adujó que el menor al perder a su madre, debía quedarse al cuidado de su abuela, porque ella es la figura materna inmediata; (v) declaración de JEG, de la cual la Juez advierte que es un progenitor que se ha encargado de las atenciones económicas, de cuidado y amor para UE desde antes de su nacimiento hasta la fecha; (vi) prueba en genética molecular, realizada por la perito adscrita al laboratorio de Genética del Instituyo de Ciencias Forenses del Tribunal Superior de Justicia, de la cual se desprende que el padre biológico del menor es ALI con una probabilidad del 99%; (vii) plática que se sostuvo con el menor, de la cual, la juzgadora concluye que UE reconoce plenamente a JEG como su padre, que lo identifica como una figura que le brinda amor, identidad, valores y principios, que su núcleo familiar está integrado por JEG como su padre, la fallecida VEG como su madre, y GR como su hermano menor.


� El 5 de junio de 2015, interpuso recurso de apelación el cual fue registrado por la Cuarta Sala Familiar del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México con el toca de apelación *****. 


� En su escrito de agravios, ALI enfatizó que del contenido de la averiguación previa se advierten diversas inconsistencias, que no fueron correctamente valoradas por la Juez de primera instancia, entre otras, que existen fotografías en donde UE presenta moretones en diversas partes del cuerpo y JEG lejos de negar la existencia de dichos hematomas, manifestó que ello se debía a que el menor padece una enfermedad denominada síndrome de antifos folipidos. En ese sentido, ALI narró que lo aducido por JEG le generaba aún más desconfianza, primero porque éste labora como médico de la institución  que diagnóstico la enfermedad de UE—ISSEMYM—. Segundo, porque el diagnóstico fue emitido un mes después de que se presentó la denuncia por violencia familiar, y tercero, porque el Ministerio Publico en dicha indagatoria omitió realizar las pruebas de “antenas Bosti”, que, a dicho de ALI estas servían para acreditar si un menor ha sufrido maltrato o abuso sexual.


� En su escrito de apelación, ALI sostiene que los testigos presentados eran contradictorios; que su declaración fue sacada de contexto, porque era clara su pretensión de integrar a UE a su núcleo familiar, pues nunca señaló que reclamaba la paternidad del niño para darlo al cuidado de la abuela materna, sino que las abuelas cumplen con una función importante a la muerte de una madre. Así mientras el menor supera la muerte de su progenitora, ambas abuelas resultan de gran apoyo para el niño. Bajo esa línea, ALI sostuvo que la declaración de JEG, por una parte, estuvo basada en hechos que no formaban parte de la litis, por un espacio de tiempo superior y sin sustento probatorio, y por otra, evadió las preguntas relacionadas con la supuesta enfermedad de UE y la relación con su abuela materna y su hermana mayor. Respecto al primer aspecto, al cuestionarlo sobre la supuesta enfermedad de UE, que convenientemente justifican los hematomas que presenta  el niño, JEG sólo contesta las preguntas con evasivas; el otro aspecto, cuando JEG manifiesta que tanto la abuela materna como la primogénita de VEG, Z pueden visitar cuando quieran a los niños, este nuevamente responde con evasivas, además de contradecirse. Finalmente, añadió que la plática con el menor se desprende que este se encontraba aleccionado.


� En esta resolución la Sala por una parte, confirmó que el padre biológico de UE era ALI, pero que el niño debía permanecer bajo la patria potestad y custodia de JEG, y por otra, modificó la resolución para clarificar que la identidad de UE debía permanecer igual, es decir, que el menor debía continuar en el mismo entorno familiar. Finalmente señaló que debía realizarse una anotación en el acta de nacimiento del menor, dando cuenta de su origen biológico, y clasificándola como información reservada.


�La Sala señala que del contenido de las  indagatorias no se advierte la evidencia de un riego en la integridad del menor.


� Dicho criterio es tomado por la Sala responsable de la tesis emitida por este Alto Tribunal de rubro: “FILIACIÓN. ALCANCES Y LÍMITES DEL PRINCIPIO DE VERDAD BIOLÓGICA”


� El consentimiento o la voluntad de quien acude al registro Civil a registrar a un menor genera la posesión de estado a favor del niño, por ser tratado como hijo. Esta circunstancia no sólo tiene efectos jurídicos derivados del reconocimiento, sino que también incide en la psique del menor y en su relación social. 


� La Sala argumenta que del contenido de la plática sostenida con el menor se desprende que este sólo reconoce como su padre a JEG.


� Dicha evaluación es realizada por la Sala atendiendo a la “teoría del riesgo”. En donde textualmente establece: “El principio del interés superior implica que los derechos de los niños deban protegerse con mayor intensidad, por lo que no es necesario que se genere un daño a los bienes o derechos de los niños para que se vean afectados, sino que basta que estos se coloquen en una situación de riesgo.” 


� La Sala indica que en términos de la declaración rendida por el psicólogo *****, que estuvo presente en la plática que se desarrolló con el menor,  “separar al menor de quien considera su padre, sería tanto como “arrancarle” una parte del cuerpo”.


� El quejosos invocó como derechos fundamentales violados los consagrados en los artículos 1, 4, 14 y 16 constitucionales; 2, 3, 5, 7, 8, 9, 12 y 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y 19 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y señaló como tercero interesado a JEG.


� Del contenido de las indagatorias de violencia familiar, se desprenden elementos importantes  sobre la situación de UE, los cuales debieron ser evaluados por la Sala, tales como: (i) UE se encuentra al cuidado de una persona que no es su padre; (ii) suponiendo sin conceder que JEG desconociera la realidad biológica de UE, se desconoce su reacción ante el conocimiento de este hecho y de qué manera repercutió en el trato con el niño; (ii) al fallecer la madre, no existe un vínculo que puede defender a UE ante una situación de violencia ejercida por el “padrastro”; (iii) JEG no permite la convivencia con la familia materna.


� En términos de los artículos 4 constitucional y 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño así como el contenido de la Observación General 14 del comité sobre los derechos del Niño.


� La Sala estaba obligada a asegurarse que el menor no está en una situación de violencia, porque de acuerdo al interés superior del menor, lo primero que se debe evaluar son las circunstancias específicas del niño, en especial cuando exista un riesgo. Lo que implica el desarrollo de diversos medios de prueba para tener la oportunidad de tomar una decisión apegada en la medida de lo posible a la realidad  en que se encuentra viviendo el menor.


� ALI señala que resulta falso que dejó trascurrir 14 meses para interponer la demanda de contradicción de paternidad, pues desde el 22 de octubre de 2013, inició un diverso juicio, el cual le fue desechado. Además el 18 de junio de 2014, intentó otra acción de manera conjunta con la abuela materna, la prima y hermana del menor, de la cual sólo subsistió el tema de visitas y convivencias —aclara que estas nunca se han desarrollado, pues a pesar de UE manifestó su deseo de convivir con su familia materna y que dicha convivencia fue ordenada  en el juicio, JEG se ha opuesto rotundamente—.  Puntualiza que se toma fuera de contexto su afirmación relativa a que la abuela materna puede ayudar al proceso de la pérdida de la madre, pues su declaración sólo se refiere a involucrar a la familia ampliada y no a que su pretensión sea dejarlo al cuidado sólo de la abuela.


� ALI, indica que la declaración de JEG fue valorada como cierta sin que mediara algún medio de prueba para acreditarlo, y de sus declaraciones podría concluirse que en realidad no tiene tiempo para brindarle cuidado y afecto a UE. 


� El quejoso manifiesta que la plática sostenida con el menor no se siguieron las formalidades establecidas en el Protocolo  de Actuación para quienes imparten justicia en casos que afecten a niños, niñas y adolescentes en concordancia con diversas observaciones emitidas por el Comité de la Convención de los derechos del Niño. Incluso considerando que puede otorgarse valor probatorio, es claro que UE no expresa vínculos de afecto hacia JEG.


�ALI señala que la opinión del psicólogo fue indebidamente interpretada e incluso se hacen afirmaciones que el especialista nunca dijo. En todo caso, la opinión emitida, fue con base en una plática sostenida con el menor que es nula. 


� La Sala  identifica al derecho de identidad por una parte y a conocer el origen biológico por otra cuando esencialmente constituyen el mismo derecho. Pero suponiendo que existan dos derechos que se contraponen.


� Por razón de turno, correspondió conocer del asunto al Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, registrándolo con el número ****.


� Para resolver el asunto el órgano colegido estimo conveniente tener presente los elementos que integran el principio del interés superior y las disposiciones de la Ciudad de México que se vinculan a la acción de contradicción de paternidad.


� El derecho a la identidad ha sido definido por la Suprema Corte como el derecho de la persona a tener sus propios caracteres y acciones, que lo individualizan ante la sociedad. Es decir, es la forma en que se ve a sí mismo y se proyecta en la sociedad. Así, en términos de los artículos 4 constitucional; 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el derecho a la identidad de los niños está compuesto por el derecho a tener un nombre, una nacionalidad y una filiación. Así para acceder a los derechos derivados de la identidad, la institución de la investigación de paternidad se constituye el medio para adecuar la verdad biológica a las relaciones de filiación. Así, el derecho de los menores a conocer su identidad  -origen biológico- es un derecho inalienable que debe de ser tutelado, claro está, cuando ello sea posible, pues la única imposibilidad que impediría el conocimiento de los niños de su verdadera identidad, sería cuando ello resulte materialmente imposible.


� Aunado a ello señaló que el artículo 368 del código civil contempla exactamente la acción de impugnación de un reconocimiento otorgado con anterioridad, la cual brinda la oportunidad para quién se crea el padre o madre biológicos, de exigir la nulidad de un reconocimiento hecho por un tercero.


� El órgano colegiado estima que la Sala otorga un mayor peso la protección del bienestar familiar por encima del derecho del niño a conocer su propio origen e identidad y las convivencias con su verdadero padre, en aras de tutelar el interés superior del menor evitando una confusión y posible daño psicológico


� Así, el derecho de los menores a conocer su identidad  -origen biológico- es un derecho inalienable que debe de ser tutelado, claro está, cuando ello sea posible, pues la única imposibilidad que impediría el conocimiento de los niños de su verdadera identidad, sería cuando ello resulte materialmente imposible.


� Tanto los derechos de los niños como la protección de la organización y el desarrollo de la familia, se encuentran contenidos en el artículo 4 constitucional, en su primer párrafo, quinto, sexto y séptimo. Bajo ese contexto, ambos derechos constituyen bienes supremos protegidos por la Constitución. No obstante, el derecho a la protección a la familia es más abstracto, general y disperso frente al otorgado para los menores. Así la protección a la familia siempre debe armonizar con el derecho de los niños.


� El órgano colegiado determinó que al ponderar dichos valores constitucionales, se debe tomar en cuenta los siguientes parámetros: Idoneidad. El derecho de los niños a conocer su origen genético les brinda la certeza en cuanto a su verdadero origen, lo cual redunda en un beneficio psicológico y emocional, en tanto, es inconcuso que cualquier niño que sabe quiénes son sus padres genéticos les despierta un sentimiento de pertenencia hacia un cierto núcleo familiar. Por el contrario, conseguir la unidad de una familia con base en una mentira para tratar de preservar el vínculo, aun a sabiendas de que la filiación no corresponde a la verdad biológica. Cuando dicha realidad se conozca, ello puede infringir un daño moral a la persona que ha sido engañada. Necesidad. El concepto ideal de “familia” debe ceder ante los derechos de los niños, pues la protección de estos últimos redunda en un mayor beneficio. Proporcionalidad. La protección de los derechos de los niños merece una atención integral por ser la parte más débil dentro del concepto de familia y quienes pueden sufrir mayor perjuicio dependiendo de la medida que se asuma. Lo anterior encuentra apoyo en la tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte de rubro: “DERECHO A LA IDENTIDAD DE LOS MENORES. SU CONTENIDO”.


� En el recurso de revisión, JEG realiza diversos argumentos, tales como (i) que el actor no tenía legitimación procesal para interponer el juicio de amparo, pues sólo contaba con 120 días para interponer la contradicción de paternidad, a partir del conocimiento de la existencia del hijo; (ii) que se violentan diversos principios generales de derecho; (iii) que en el caso opera la suplencia de la queja; (iv) diversos agravios encaminados a controvertir los conceptos de violación expuestos por el quejoso; (v) que el Tribunal Colegiado no tomo en cuenta que la sentencia de la Sala se aplicaron adecuadamente los principios pro personae, pro actione, favor debilis,y favor libertatis, en términos de los artículos 1, 14, 16 y 17 constitucionales, por lo que la totalidad de la resolución de segunda instancia contiene un razonamiento adecuado de la valoración de los medios probatorios a favor del menor, tomando como base la apreciación de los hechos y la realidad jurídica de UE; y (vi) se omite que la Sala interpretó correctamente el artículo 417 ter del Código Civil para el Distrito Federal


�El recurso de revisión fue interpuesto en tiempo y forma, de conformidad con el artículo 86 de la Ley de Amparo. De las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida se notificó por lista a las partes jueves 23 de junio de 2016, surtiendo efectos el viernes  24 siguiente, por lo que el plazo de diez días que señala el artículo referido corrió del lunes 27 de junio al viernes 8 de julio de 2016. En tales condiciones, dado que de autos se desprende que el recurso de revisión fue presentado el 7 de julio de 2016, es evidente que se interpuso oportunamente.


� Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución; 83 de la Ley de Amparo; 21, fracción III, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y en relación con lo establecido en los puntos primero, tercero y sexto del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal el 13 de mayo de 2013, en virtud de haberse interpuesto en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito.


� De conformidad con lo previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, de la Ley de Amparo vigente; y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como los Acuerdos Generales Plenarios 5/2013 y 9/2015, el recurso de revisión en amparo directo es procedente si el Tribunal Colegiado de Circuito se pronuncia u omite hacerlo sobre temas propiamente de constitucionalidad —es decir, sobre la constitucionalidad de una ley federal o de un tratado internacional o sobre la interpretación directa de algún precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos— y se trate además, de una cuestión de importancia y trascendencia. Se entiende que la resolución de un asunto es criterio de importancia y trascendencia, cuando: a) de lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; b) lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación. (Punto segundo del Acuerdo General 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo.


� Efectivamente, a juicio del Tribunal Colegiado, privilegiar el estado de familia consolidado en el tiempo, implica una protección en abstracto al ente familia. Por lo que, en atención al derecho de identidad de los menores —contemplado en diversos instrumentos internacionales e interpretado en diversas tesis emitidas por la Suprema Corte—, no puede restringirse el derecho de un niño a conocer su origen biológico, bajo la concepción de salvaguardar la estabilidad familiar, pues es claro que atendiendo al interés superior del menor, lo más beneficioso siempre será conocer la identidad biológico. Esta interpretación fue recurrida por el tercero interesado, al estimar que dicha decisión no atiende al interés superior del menor, pues la filiación va más allá de un mero aspecto biológico, pues en esta, se contemplan diversos elementos como la familia, los alimentos, el reconocimiento de valores, aspecto psicológicos, principios, educación, amor, respecto y compromiso. Así, el tercero indica que por una parte, él ha cuidado y protegido a la menor desde su nacimiento y por otra,  que el niño se siente plenamente identificado en su núcleo familiar y  sustraerlo le ocasionaría un daño irreparable. 


� Si bien, esta Primera Sala en la sesión de 23 de noviembre de 2016 resolvió el amparo directo en revisión 6179/2015, cuyo planteamiento es esencialmente similar —relación entre la realidad biológica y la realidad social para establecer la filiación de un menor de edad—, aun no existe  jurisprudencia. Adicionalmente, puede advertirse que la fundamentación de la sentencia de amparo, es esencialmente contradictoria al criterio emitido.  
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� Op. cit John Bowlby, 2d ed. 1969/1982 ); Op. Cit. Mary D.S. Ainsworth & John Bowlby, 1991 


� El criterio en cuestión dio lugar a la tesis de jurisprudencia de rubro “PATERNIDAD. EL VARÓN DISTINTO DEL MARIDO ESTÁ LEGITIMADO PARA CUESTIONAR LA DEL HIJO NACIDO EN EL MATRIMONIO DE LA MADRE CON AQUÉL, PERO LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA DEPENDERÁ DE LA PONDERACIÓN QUE HAGA EL JUZGADOR PARA DETERMINAR QUE EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN ARMONIZA EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR CON LOS DEMÁS DERECHOS INHERENTES (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE GUANAJUATO Y DE NUEVO LEÓN).” [Tesis: 1a./J. 15/2012 (10a.) de la  Décima Época. Primera Sala. Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Libro X, Julio de 2012, Tomo 1, página 705].


� Contradicción de Tesis 430/2013, resuelta el 28 de mayo de 2014.


� Caso Yousef V. The Netherlands, appl. 33711/96. Sentencia ECHR, 5 de noviembre de 2002.


� Ibíd., párrafo 66.


� Ibíd., párrafo 65.


� SENTENCIA Nº: 565/2009 [2009] Tribunal Supremo, Sala de lo Civil,  pág. 35.


� Ídem.


� Ídem.


� Knell v. Schriever 537 N.W.2d 778 (1995) Supreme Court of Iowa.


� ídem.


� Artículo 338.La filiación es la relación que existe entre el padre o la madre y su hijo, formando el núcleo social primario de la familia; por lo tanto, no puede ser materia de convenio entre partes, ni de transacción, o sujetarse a compromiso en árbitros.


�  Artículo 389. El hijo reconocido por el padre, por la madre, o por ambos tiene derecho:


I. A llevar el apellido paterno de sus progenitores, o ambos apellidos del que lo reconozca;


II. A ser alimentado por las personas que lo reconozcan;


III. A percibir la porción hereditaria y los alimentos que fije la Ley;


IV. Los demás que se deriven de la filiación.


� Artículo 324. Se presumen hijos de los cónyuges, salvo prueba en contrario:


I.- Los hijos nacidos dentro de matrimonio; y


II.- Los hijos nacidos dentro de los trescientos días siguientes a la disolución del matrimonio, ya provenga ésta de nulidad del mismo, de muerte del marido o de divorcio, siempre y cuando no haya contraído nuevo matrimonio la excónyuge. Este término se contará, en los casos de divorcio o nulidad, desde que de hecho quedaron separados los cónyuges por orden judicial.


� Artículo 360. La filiación también se establece por el reconocimiento de padre, madre o ambos o por una sentencia ejecutoriada que la (sic) así lo declare.


� Artículos 324, 325, 326 y 330 del Código Civil para el Distrito Federal 


� Artículo 368. El Ministerio Público tendrá acción contradictoria del reconocimiento de un menor de edad, cuando se hubiere efectuado en perjuicio del menor.


La misma acción tendrá el progenitor que reclame para sí tal carácter con exclusión de quien hubiere hecho el reconocimiento indebidamente o para el solo efecto de la exclusión.


El tercero afectado por obligaciones derivadas del reconocimiento ilegalmente efectuado podrá contradecirlo en vía de excepción.


En ningún caso procede impugnar el reconocimiento por causa de herencia para privar de ella al menor reconocido.


� (REFORMADO, G.O. 25 DE MAYO DE 2000)


Artículo 343.Si un individuo ha sido reconocido constantemente como hijo por la familia del padre, de la madre y en la sociedad, quedará probada la posesión de estado de hijo, si además concurre alguna de las circunstancias siguientes: (...)


� Dicha finalidad ha sido determinada por esta Primera Sala al resolver el amparo directo 12/2012;  amparo directo en revisión 1321/2013;  amparo directo en revisión 5662/2014;   amparo directo en revisión 3913/2014 y contradicción de tesis 435/2011.


� Artículo 330. En todos los casos en que el cónyuge varón impugne la paternidad, debe deducir la acción dentro de sesenta días contados desde que tuvo conocimiento del nacimiento.


� Artículo 324. Se presumen hijos de los cónyuges, salvo prueba en contrario: 


I.- Los hijos nacidos dentro de matrimonio; y


II.- Los hijos nacidos dentro de los trescientos días siguientes a la disolución del matrimonio, ya provenga ésta de nulidad del mismo, de muerte del marido o de divorcio, siempre y cuando no haya contraído nuevo matrimonio la excónyuge. Este término se contará, en los casos de divorcio o nulidad, desde que de hecho quedaron separados los cónyuges por orden judicial.


(REFORMADO, G.O. 25 DE MAYO DE 2000)


Artículo 325.Contra la presunción a que se refiere el artículo anterior, se admitirán como pruebas las de haber sido físicamente imposible al cónyuge varón haber tenido relaciones sexuales con su cónyuge, durante los primeros ciento veinte días de los trescientos que han precedido al nacimiento, así como aquellas que el avance de los conocimientos científicos pudiere ofrecer.


(REFORMADO, G.O. 25 DE MAYO DE 2000)


Artículo 326.-El cónyuge varón no puede impugnar la paternidad de los hijos alegando adulterio de la madre aunque ésta declare que no son hijos de su cónyuge, a no ser que el nacimiento se le haya ocultado, o que demuestre que no tuvo relaciones sexuales dentro de los primeros ciento veinte días de los trescientos anteriores al nacimiento.


Tampoco podrá impugnar la paternidad de los hijos que durante el matrimonio conciba su cónyuge mediante técnicas de fecundación asistida, si hubo consentimiento expreso en tales métodos.


� (REFORMADO, G.O. 25 DE MAYO DE 2000)


ARTICULO 332.- Cuando el cónyuge varón, habiendo tenido o no tutor, hubiere muerto incapaz, los herederos podrán impugnar la paternidad, en los casos en que podría hacerlo el padre.


(REFORMADO, G.O. 25 DE MAYO DE 2000)


ARTICULO 333.- Los herederos del cónyuge varón, excepto en los casos previstos en el artículo anterior, no pueden impugnar la paternidad de un hijo nacido dentro del matrimonio, cuando el cónyuge no haya interpuesto esta demanda. En los demás casos, si el cónyuge ha fallecido sin hacer la reclamación dentro del término hábil, los herederos tendrán para interponer la demanda, sesenta días contados desde aquél en que el hijo haya sido puesto en posesión de los bienes del padre, o desde que los herederos se vean perturbados por el hijo en la posesión de la herencia.


Artículo 335. El desconocimiento de un hijo, de parte del marido o de sus herederos, se hará por demanda en forma ante el juez competente. Todo desconocimiento practicado de otra manera es nulo.


� Del texto de la ley pareciera desprenderse que la posibilidad de desvirtuar la presunción es única y exclusivamente del cónyuge varón y a sus herederos. Sin embargo, esta Primera Sala al resolver el amparo directo 12/2012, determinó que en atención a una interpretación incluyente de la ley, así como de los principios de acceso a la justicia, equidad de género, derecho a la identidad y el interés superior del menor, la madre del hijo nacido en matrimonio y el hijo tenían la legitimación de controvertir en un procedimiento judicial la presunción de paternidad. Lo anterior, obedecía a que negarles a la madre y al hijo tal legitimación, cuando alguno de ellos tuviera la convicción de que el cónyuge varón no guarda el nexo biológico, constituía un obstáculo al ejercicio de sus derechos humanos.


� La manifestación de voluntad del padre, además de ser un acto unilateral, personalísimo y formal, en ocasiones solemne tiene ciertos requisitos y límites legales muy claros y estrictos que condicionan su validez, tales como: (i) manifestación voluntaria; (ii) quien lo haga tenga la edad exigida para contraer matrimonio, (iii) que el menor de edad lo realice sin error o engaño y con consentimiento de quien sobre él ejerza la patria potestad o la tutela, o ante la falta de éstos por autoridad judicial; y (iv) que el mayor de edad o quienes estén en estado de interdicción no sean reconocidos sin consentimiento de ellos mismos o de su tutor.


� Artículo 367. El reconocimiento no es revocable por el que lo hizo, y si se ha hecho en testamento, cuando éste se revoque, no se tiene por revocado el reconocimiento.


� “Artículo 368. El Ministerio Público tendrá acción contradictoria del reconocimiento de un menor de edad, cuando se hubiere efectuado en perjuicio del menor.


La misma acción tendrá el progenitor que reclame para sí tal carácter con exclusión de quien hubiere hecho el reconocimiento indebidamente o para el solo efecto de la exclusión.


El tercero afectado por obligaciones derivadas del reconocimiento ilegalmente efectuado podrá contradecirlo en vía de excepción.


En ningún caso procede impugnar el reconocimiento por causa de herencia para privar de ella al menor reconocido.”


� “Artículo 378. La persona que cuida o ha cuidado de la lactancia de un niño, a quien le ha dado su nombre o permitido que lo lleve, que públicamente lo ha presentado como hijo suyo y ha proveído a su educación y subsistencia podrá, contradecir el reconocimiento que alguien haya hecho o pretenda hacer de ese niño. En este caso, no se le podrá separar de su lado a menos que consienta en entregarlo o que fuere obligada a hacer la entrega por sentencia ejecutoriada. El término para contradecir el reconocimiento será de ciento veinte días contados desde que se tuvo conocimiento de él.


� “Artículo 379. Cuando la madre contradiga el reconocimiento hecho sin su consentimiento, quedará aquél sin efecto, y la cuestión relativa a la paternidad se resolverá en el juicio contradictorio correspondiente.”


� “Artículo 376. Si el hijo reconocido es menor, puede reclamar contra del reconocimiento cuando llegue a la mayor edad.


� Lo anterior se advierte del contenido de la plática sostenida con el menor el 29 de abril de 2015 ante la Juez de Primera Instancia. 
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